




 

 

 
 
RESPUESTA OFICIO JUDICIAL 

 

Sr. JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL  

I NOMINACIÓN 

CENTRO JUDICIAL MONTEROS 

 
 

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS c/ 

SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO 

 EXPTE. JUD. N°: 149/23 

 

 Dra. María del Milagro Marteau, en mi carácter de 

Directora de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Desarrollo Productivo, me presento 

ante V.S y digo: 

1- Por la presente vengo a responder el oficio digital N° 

H3020160161 remitido a la ex Subsecretaría de Asuntos Agrarios y Alimentos, cuya 

estructura funciona actualmente bajo la dependencia de la Secretaría de Estado de 

Desarrollo Productivo, dependiente de este Ministerio. 

2- Acompaño informe brindado por la citada Secretaría 

a fin de dar cumplimiento con lo requerido. 

Atentamente.- 





FORMULAMOS MANIFESTACIÓN – SE TENGA PRESENTE - SOLICITAMOS SE OFICIE

JUICIO: “SESTO CABRAL MARÍA EUGENIA Y GONZÁLEZ EXEQUIEL ELÍAS c/ SOTILLO

SILVIO CARLOS Y OTROS s/ AMPARO AMBIENTAL” Expte. N° 149/23

Señora Jueza Civil y Comercial Común

María Eugenia Sesto Cabral y Exequiel Elías González, amparistas en autos,

con el patrocinio letrado de Adriana García Romano, a V.S. respetuosamente decimos:

I.  El  pasado  lunes  9  de  octubre,  en  oportunidad  de  tramitar  el  oficio  a  la

Dirección de Agricultura de Tucumán librado el 6-10-2023 y de consultar por el trámite de la

rogatoria  despachada  el  26-9-2023  a  la  Subsecretaría  de  Asuntos  Agrarios  y  Alimentos

(SAAYA) -repartición absorbida por la Dirección de Agricultura de acuerdo a lo manifestado en

la asesoría jurídica de dicho organismo- se informó a nuestra abogada patrocinante que la

Resolución 291/2017 fue dejada sin efecto por otra igualmente prohibitiva del herbicida 2,4D

en nuestra  Provincia  y  más restrictiva  que  la  anterior,  dictada  en  consonancia  con  la

Resolución 466/2019 del SENASA.

Se trata de la Resolución 278/0191 de la SAAYA del 15-10-2019 (publicada

en el Boletín Oficial N° 295982, de fecha 18-9-2019, Aviso N° 74618, páginas 44-45), que en

sus considerandos destaca:

“Que la Resolución 291/2017 (SAAyA) es genérica en su prohibición según el

tipo de formulación del 24D ácido diclorofenoxiacetico;” 

“Que  las  formulaciones  volátiles  de  los  herbicidas  2,4D  ácido

diclorofenoxiaceticos  (éster  butílico  e  isobutilíco)  y  2,4DB  ácido

diclorofenoxibutirico (ester butílico e isobutílico), podrían causar daños

a diferentes cultivos agrícolas y forestales por lo que resulta necesario

extremar las medidas para evitar su comercialización y uso;”

1  Aclaramos que dicha resolución no se encuentra referenciada en la página de la Dirección de

Agricultura de Tucumán  https://producciontucuman.gob.ar/ministerio/agricultura/    (fecha de acceso el  12-10-

2023) donde se consigna como dato únicamente la Resolución 291/2017 de la SAAYA; ni tampoco en el Mapa

Legal CREA  https://www.crea.org.ar/mapalegal/, que es una herramienta destinada a  productores agropecuarios,

decisores políticos y al público en general, para facilitar el acceso a legislación y normativa ambiental nacional,

provincial  y municipal relacionada a la  actividad agropecuaria,  que fue declarada   de interés  por el  Honorable

Senado de la Nación. Se trata de una página web permanentemente actualizada, en la que también la Resolución

291/2017  es  la  última  norma  consignada  de  la  Provincia  de  Tucumán

(https://www.crea.org.ar/mapalegal/aplicaciones/tucuman- , fecha de acceso el 12-10-2023).
2  Disponible  en  su  versión  digital  completa  en

https://boletin.tucuman.gov.ar/docs/boletin29598.pdf.
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“Que  como  consecuencia  del  clima  subtropical  –monzónico-continental  de  la

provincia, se producen efectos de altas temperaturas sobre la tensión de vapor

durante las aplicaciones que provoca daños en cultivos susceptibles, vegetación

arbórea y ornamental que forma parte del paisaje rural tucumano que se debe

preservar;”

“Que  no puede garantizarse la ausencia de daños por volatilidad y/o

deriva, por cuanto la vegetación susceptible convive con cultivos en los cuales

se utilizan herbicidas de acción hormonal, coincidiendo temporalmente con su

ciclo  de  crecimiento,  generando  baja  de rendimientos  y  pérdidas,  como así

también, daños a personas y al medio ambiente;”

“Que desde el año 1994 hasta la fecha, la Dirección de Agricultura constató

daños por estos herbicidas en diferentes especies vegetales;”

“Que  en  la  actualidad  existen  nuevas  formulaciones  del  ácido  2,4D

diclorofenoxiacético  que  presentan  una  volatilidad  potencial  menor,

disminuyendo así, el riesgo de deriva extrema al lote tratado.”

“ Que mediante Acta de la Comisión Fitosanitaria Provincial (CFP) se sugiere al

organismo fiscalizador que incorpore a la prohibición existente todo formulado

del 2,4-D que contenga éster butílico e isobutílico;”

“Que  la  Resolución  N°  466/2019  (SENASA)  establece  prohibiciones  y

plazos que deben ser tenidos en cuenta;”

Y sobre esa base, en lo pertinente, dispone:

“ARTICULO 1°.- Dejar sin efecto la Resolución N° 291/2017(SAAyA) de fecha

12/06/17, en virtud de lo expuesto precedentemente.

ARTICULO  2°.-  Prohibir  la  venta  y  aplicación con  diferentes  equipos

dispersores, aéreos o terrestres  en todo el territorio de la provincia de los

herbicidas:  2,4D  diclorofenoxiacético  (éster  butílico  e  isobutílico)  y

2,4DB diclorofenoxibutirico (ester butílico e isobutílico).

ARTICULO  3°.-  Prohibir  la  elaboración  y  fraccionamiento  de  los

herbicidas 2,4D diclorofenoxiacético (éster butílico e isobutílico) a partir

de los trescientos sesenta y cinco (365) días corridos de la entrada en vigencia

de la presente Resolución.
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Aviso número: 74618

RESOLUCIONES 278 / 2019 SAAYA / 2019-10-15

SUB-SECRETARIA DE ASUNTOS AGRARIOS Y ALIMENTOS. RESOLUCIÓN N° 278/SAAyA), del

15/10/2019.-

EXPEDIENTE N° 1857/330-D-2019.

VISTO lo normado por la Ley provincial de Uso de Agroquímicos N° 6.291/91, su

respectivo Decreto Reglamentario N° 299/3 -96 y las Resoluciones N° 619/5 (S.A.y G.)

- 2001, N° 291 (SAAyA) de fecha 12/06/17 y N° 466/2019 (SENASA); y

CONSIDERANDO:

Que la Resolución 291/2017 (SAAyA) es genérica en su prohibición según el tipo de

formulación del 24D ácido diclorofenoxiacetico;

Que las formulaciones volátiles de los herbicidas 2,4D ácido diclorofenoxiaceticos

(éster butílico e isobutilíco) y 2,4DB ácido diclorofenoxibutirico (ester butílico e

isobutílico), podrían causar daños a diferentes cultivos agrícolas y forestales por

lo que resulta necesario extremar las medidas para evitar su comercialización y uso;

Que como consecuencia del clima subtropical – monzónico -continental de la

provincia, se producen efectos de altas temperaturas sobre la tensión de vapor

durante las aplicaciones que provoca daños en cultivos susceptibles, vegetación

arbórea y ornamental que forma parte del paisaje rural tucumano que se debe

preservar;

Que no puede garantizarse la ausencia de daños por volatilidad y/o deriva, por

cuanto la vegetación susceptible convive con cultivos en los cuales se utilizan

herbicidas de acción hormonal, coincidiendo temporalmente con su ciclo de

crecimiento, generando baja de rendimientos y pérdidas, como así también, daños a

personas y al medio ambiente;

Que desde el año 1994 hasta la fecha, la Dirección de Agricultura constató daños por

estos herbicidas en diferentes especies vegetales;

Que en la actualidad existen nuevas formulaciones del ácido 2,4D

diclorofenoxiacético que presentan una volatilidad potencial menor, disminuyendo

así, el riesgo de deriva extrema al lote tratado.

Que mediante Acta de la Comisión Fitosanitaria Provincial (CFP) se sugiere al

organismo fiscalizador que incorpore a la prohibición existente todo formulado del

2,4-D que contenga éster butílico e isobutílico;

Que la Resolución N° 466/2019 (SENASA) establece prohibiciones y plazos que deben

ser tenidos en cuenta;

Por ello, y en uso de las facultades que confiere el artículo 4° y concordantes de

la Ley provincial de Uso de Agroquímicos N° 6.291/91 y su Decreto Reglamentario N°

299/3-96;

EL SUBSECRETARIO DE ASUNTOS

AGRARIOS Y ALIMENTOS

RESUELVE:

ARTICULO 1°.- Dejar sin efecto la Resolución N° 291/2017(SAAyA) de fecha 12/06/17,

en virtud de lo expuesto precedentemente.

ARTICULO 2°.- Prohibir la venta y aplicación con diferentes equipos dispersores,

aéreos o terrestres en todo el territorio de la provincia de los herbicidas: 2,4D

diclorofenoxiacético (éster butílico e isobutílico) y 2,4DB diclorofenoxibutirico

(ester butílico e isobutílico).

ARTICULO 3°.- Prohibir la elaboración y fraccionamiento de los herbicidas 2,4D

diclorofenoxiacético (éster butílico e isobutílico) a partir de los trescientos

sesenta y cinco (365) días corridos de la entrada en vigencia de la presente

Resolución.

ARTICULO 4°.- Prohibir la importación de los herbicidas 2,4D diclorofenoxiacético



(éster butílico e isobutílico) a partir de los CIENTO VEINTE (120) días corridos de

la entrada en vigencia de la presente Resolución.

ARTICULO 5°.- Restringir el uso de 2,4D sal amina, únicamente a aplicaciones

terrestres, extendiendo su venta bajo receta agronómica conforme al artículo 7° del

Decreto Reglamentario 299/3 (SA)/96.

ARTICULO 6°.- Las personas humanas y jurídicas contempladas en el artículo 5° de

Decreto Reglamentario 299/3 (SA)-96 de la Ley de Uso de Agroquímicos N° 6291/91

deberán informar al organismo de aplicación, mediante declaración jurada: el ingreso

al depósito de la firma, nombre comercial, tipo de formulación, número de

inscripción ante el SENASA, cantidad (litros o kilogramos) y presentación (tipo de

envase y su volumen) del producto 2,4D, en todas sus formulaciones.

ARTICULO 7°.- Las personas humanas y jurídicas contempladas en el artículo 5° de

Decreto Reglamentario 299/3 (SA)-96 de la Ley de Uso de Agroquímicos N° 6291/91, que

tienen obligación de llevar el Libro de Registro de Ingreso y Expendio de Productos,

además de todo lo que corresponde por exigencia de las normas citadas, deberán

asentar en aquel: los productos fitosanitarios cuya venta y aplicación se encuentren

prohibidos en el territorio provincial y en condición de tránsito con la leyenda

aclaratoria de "Mercadería en Tránsito" hasta el vencimiento de los plazos citados

en los artículos 3 y 4 de la presente Resolución.

ARTICULO 8°.- En el caso de las formulaciones con prohibición de uso en el

territorio provincial, pero que se encuentran "en tránsito", deberán mantener

durante la permanencia del producto en los depósitos: un cartel identificatorio

visible a simple vista; y en cada pallets, la leyenda de "Mercadería en Tránsito" y

la fecha de ingreso al depósito.

ARTICULO 9°.- Las personas humanas y jurídicas contempladas en el artículo 5° del

citado Decreto Reglamentario de la Ley de Uso de Agroquímicos N° 6291/91 de

Agroquímicos, deberán informar al organismo de aplicación con 48 horas de

anticipación y de manera fehaciente: el movimiento de la "Mercadería en Tránsito" a

otros destinos, fuera del territorio provincial.

ARTICULO 10°.- Las personas humanas o jurídicas contempladas en el artículo 7 de la

presente resolución, deberán exhibir ante el requerimiento de los Inspectores de

Sanidad Vegetal la documentación respaldatoria del movimiento de la mercadería.

ARTICULO 11°.- Las formulaciones de 2,4 D que no se enmarquen en la presente

resolución, para ser considerada la factibilidad de su venta y uso en el territorio

provincial, deberán solicitar mediante expediente al organismo de aplicación la

definición de cada caso, quien resolverá lo que corresponda con el asesoramiento de

la Comisión Fitosanitaria Provincial (C.F.P.). 

De ser necesario, el organismo de aplicación solicitará sus ensayos correspondientes

ante los organismos oficiales y certificados por Buenas Prácticas de Laboratorio

(BPL), dentro del territorio provincial, según los artículos 11° de la Ley de Uso de

Agroquímicos N° 6.291 y 10° del Decreto Reglamentario N° 299/3 (SA).

ARTICULO 12°.- Las empresas que formulen, fabriquen o fraccionen los productos

mencionados en el artículo 11, deberán realizar en conjunto con el organismo de

aplicación, capacitaciones de manejo y uso, según las características propias de

dichas formulaciones para lograr el menor impacto ambiental posible. Las

capacitaciones serán teórico/practico y las empresas deberán proporcionar el

material de divulgación que complemente y oriente de forma clara y precisa, el mejor

conocimiento y uso del herbicida.

ARTICULO 13°.- Los infractores a las disposiciones de la presente resolución se

harán pasibles de las sanciones previstas en la Ley de Uso de Agroquímicos N° 6.291

y su Decreto Reglamentario 299/3 (SA). La mercadería que se encontrase en el

territorio provincial será intervenida, separada y comunicada al SENASA para su

decomiso una vez vencidos los plazos mencionados en los artículos 2 y 3 de la

Resolución N° 466/2019 (SENASA).

ARTICULO 14°.- Comunicar, publicar en el Boletín Oficial, y pasar a la Dirección de

Agricultura para su intervención y archivo.



 
 

 

Contesta informe Art.  21 Ley 6.944  

Juzgado en lo Civil y Comercial Común I.  

Centro Judicial Monteros.  

Juicio: Sesto Cabral Maria Eugenia y Gonzalez Exequiel Elias c/ Sotillo Silvio 

Carlos y ot. s/ Amparo. Expte. 149/23 

 

            Eduardo Sixto Martinez Folquer, abogado de la Matrícula N° 391, 

con domicilio en Lamadrid 377 piso 8º B de San Miguel de Tucumán, y constituyendo 

domicilio a los efectos legales en el casillero digital Nº 20217454868. 

 

    I.- Personería. 

    Conforme lo acredito con copias de escrituras públicas que 

acompaño, revisto la calidad de apoderado de Temas Industriales SA y Bioenergía Santa 

Rosa SA, cuyas demás condiciones societarias surgen de los instrumentos referenciados, los 

cuales declaro se encuentran vigentes y son copia fiel de sus originales. 

    En tal carácter solicito intervención de ley. 

 

    II.- Objeto.  

    Vengo por el presente a dar cumplimiento con la intimación cursada 

mediante oficio de fecha 26/09/2023 elevando el informe del art. 21 Ley 6944.  

  

    III.- Falta de Legitimación activa.  

    Claramente advertirá V.S que la medida de Amparo entablada ha sido 

deducida por dos personas humanas en defensa exclusiva de sus supuestos intereses 

económicos particulares. De esta manera los actores no cuentan con legitimación para 

interponer un amparo ambiental en términos generales tal como surge del texto de su 

demanda en la cual se erigen en únicos y exclusivos defensores del medio ambiente. Todo 

ello conforme lo dispuesto por el art. 78 del Código Procesal Constitucional:  

    “Legitimación activa. El Ministerio Público, el Defensor del Pueblo y 

las agrupaciones privadas legalmente reconocidas, constituidas para la defensa de los 

intereses colectivos, que sean representativas de la comunidad, registradas conforme lo 

establece la ley, con exclusión de cualquier otro sujeto, están indistintamente legitimados 

para proponer e impulsar las acciones previstas en esta ley. Las demás personas pueden 

denunciar ante el Ministerio Público o el Defensor del Pueblo, los hechos que permitan 

articular la acción reglamentada.”  
    En base a lo dicho, resulta evidente la falta de legitimación activa de 

quienes pretenden por esta vía obtener determinadas medidas en su beneficio exclusivo 



 

 

 

pero invocando intereses comunitarios, por lo que la acción de amparo debe ser rechazada. 

Así lo solicito.  

     

    IV. – Ausencia de legitimación pasiva.  

    Los actores han interpuesto el presente amparo contra mis 

mandantes teniendo como base “supuestos dichos” de los trabajadores que “habrían” 

realizado tareas de fumigación respondiendo a las órdenes del Ing. Sotillo y/o del Ingenio 

Santa Rosa: “De los datos recabados en la prueba documental audiovisual de las 

fumigaciones del 29-10-2022 y del 16-11-2022, surge que en el primer caso el aplicador 

manifiesta responder al Ingenio Santa Rosa y en el segundo hecho los señores González de 

agrícola Don Eduardo y Gringo Arnedo, reconocen haber sido enviados por “el dueño”, 
Ingeniero Silvio Sotillo del Ingenio Santa Rosa.” 

    La identificación de los sujetos pasivos no es correcta: los fundos 

señalados por los actores no pertenecen ni son arrendados por ninguno de mis mandantes. 

    Los mismos pertenecen desde Junio de 2022 a la Sra.  María Verónica 

Estofán, por cesión de acciones y derechos de dominio y posesión efectuada mediante 

escritura n° 71, autorizada  por el registro notarial n° 96 en fecha 8/6/2022, cuya copia se 

adjunta al presente.  

    Para mayor claridad detallamos a continuación la ubicación de los 

padrones transferidos por medio de aquel instrumento (con contorno rojo) y el padrón de 

la propiedad de los actores (con contorno amarillo):  

  

 

 

  

    Asimismo, el croquis de la Dirección de Catastro indica los padrones 

involucrados en el caso: 

 



 

 

 

 

   

 

    Comparando los padrones incluidos es esa escritura con las supuestas 

fumigaciones, se advierte que todas ellas, salvo la primera, se habrían efectuado en esos 

inmuebles. De lo que se deriva la total ajenidad de mis mandantes respecto de los daños 

invocados por los amparistas a su actividad comercial. 

   No obstante la evidente falta de legitimación activa y pasiva, a todo 

evento y en tanto la actividad productiva que ejercen mis mandantes y su reputación 

comercial pudiera verse afectada por el amparo en cuestión procederé a contestar el informe 

requerido tratando sucintamente las cuestiones planteadas, las cuales rebasan el objeto de 

la vía procesal del amparo, escogida por los actores. 

 

    Previo a ello pido a VS. Tenga presente que el proceso de redacción 

de la demanda que contestamos y la recopilación de elementos de prueba por parte de los 

actores ha iniciado por lo menos hace un año, es decir en agosto  del año 2022. Este tienpo 

utilizado por los actores amparistas para redactar lo que pretenden ser una tesis sobre el 

uso de agroquímicos evidencia el necesario rechazo de la via simple y expedita del amparo, 

prevista para supuestos de violación flagrante de derechos constitucionales. 

    Asimismo esta extensa preparación de la tesis de la demanda 

contrasta notablemente con  el plazo de cuatro días previsto por el legislador como el tiempo 

máximo para la contestación del informe que nos ocupa. 



 

 

 

    Todo ello se  traduce en una evidente afectación al derecho de 

defensa de esta parte, pues se propone una demanda de 200 fojas, con un total de 

aproximadamente 100 documentos ofrecidos como prueba documental, diversas filmaciones 

que desconocemos,  complejas pruebas de informes y una demanda redactada bajo la forma 

de una tesis doctoral,  que sea contestada en 4 días. Téngase presente que a lo largo de la 

demanda los actores indican sus títulos académicos no menos de 10 veces cada uno. 

    

    V.- Negativa genérica.  

    Como norma genérica, niego todos y cada uno de los hechos y el 

derecho invocados en la demanda, en cuanto no fueran objeto de un expreso 

reconocimiento en el presente informe.   

 Niego, por ello mismo, la autenticidad y todo el valor jurídico de la 

totalidad de la documentación detallada en el escrito de demanda que sirve de sustento a 

la pretensión intentada, salvo aquella que coincidiera con la que esta parte acompaña en el 

presente escrito.  

 

     VI.- Negativa en particular.  

     Niego, rechazo y desconozco, en particular:  

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 29/10/2022 o en cualquier otra denunciada en la demanda. 

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 16/11/2022. 

- Que mis mandantes hayan aplicado algún agroquímico no 

autorizado por la normativa provincial o nacional.  

- Que mis mandantes hayan incumplido algún procedimiento 

establecido por disposiciones provinciales o nacionales en relación 

a la aplicación de agroquímicos.   

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 30/12/2022. 

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 9/1/2023. 

- Que mis mandantes hayan circulado en incumplimiento de lo 

dispuesto por el art. 7 .2 del Decreto 299/96.   

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 11/1/2023. 

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fechas 21/1/2023, 22/1/2023 y 23/1/2023. 

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación 

aérea en fecha 19/4/2023.  

- Que alguna avioneta haya realizado el recorrido descripto a fs. 46 

del escrito de demanda.  

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación 

aérea en fecha 21/4/2023. 



 

 

 

- Que alguna avioneta haya realizado el recorrido descripto a fs. 50 

y 51 del escrito de demanda. 

- Que mis mandantes hayan intervenido en alguna fumigación en 

fecha 21/9/2023. 

- Que los actores hayan sufrido algún tipo de intoxicación a causa 

de alguna fumigación realizada por mis mandantes.  

 

    Impugno cada una de las filmaciones y fotografías acompañadas por 

los actores las cuales no cuentan con certificación notarial, en especial impugno la 

documental identificada como “21.1.2. Fotografías de la fumigación y del recorrido del 
equipo aéreo.”  

    Niego absolutamente que los actores puedan predecir el recorrido de 

una avioneta, con el detalle que le atribuyen en su escrito de demanda.  

    Niego que esa avioneta hubiera cumplido ordenes de mis mandantes, 

o que hubiera rociado sustancias prohibidas sobre los actores o el fundo supuestamente de 

su propiedad. 

 

VII.-Improcedencia de la acción de Amparo.   

La vía del amparo tal como lo determina el Código Procesal 

Constitucional procede en los siguientes supuestos:  

“Art. 50.- Procedencia. La acción de Amparo se deduce contra todo 

acto, omisión o hecho de órganos o agentes del Estado provincial o entes autárquicos 

provinciales, o de particulares, que, en forma actual o inminente, viola, lesiona, restrinja, 

altera o amenaza violar con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos, 

libertades o garantías explícita o implícitamente reconocidos por la Constitución Provincial   

o Nacional y los Tratados Internacionales con jerarquía constitucional, con excepción de los 

protegidos por el Hábeas Corpus.” 

A su vez, los amparistas enumeran una serie de supuestas 

inobservancias del art. 7, 2° parte del Decreto 299/96 supuestamente cometidas por los 

demandados en tanto serían responsables de:  

-No haber tomado en consideración la dirección y velocidad del viento 

a fin de lograr efectividad en la aplicación de los agroquímicos, así como la proximidad de 

otros cultivos y animales.  

-Haber aplicado glifosato por medio de un avión que habría 

descargado a menos de 500 metros de un centro poblado.  

-Falta de medición del riesgo que habría supuesto el empleo de 

agroquímicos respecto de la salud de los amparistas y sus vecinos, de los cultivos de 

caléndulas y tomates, de los animales y de la supuesta contaminación de la vertiente que 

atraviesa su propiedad.  



 

 

 

-Falta de cumplimiento con los tiempos de carencia indicados por la 

S.A.G. y P. de la Nación.  

-Aplicación del herbicida 2,4 D del tipo y formulación prohibida por la 

Resolución 291/2017.   

-Incumplimiento sistemático de las prescripciones y especificaciones 

que establece la autoridad de aplicación.  

- Omisión de la comunicación fehaciente con 48 hs. de anticipación 

respecto del uso de plaguicidas que representen riesgo para la actividad agrícola. 

- Haber circulado los equipos tipo mosquito utilizados para las 

fumigaciones por caminos vecinales cargados y luego de la aplicación a cero metros de 

distancia de las viviendas de la zona.  

- Falta de cumplimiento de las condiciones mínimas laborales por 

parte de los operarios en cuanto a equipo o elementos adecuados a las características 

toxicológicas de los productos pulverizados (art. 13, ley 6291 y art. 12 Decreto 299/96)  

Ahora bien, tal como podrá advertir VS, NO EXISTE PRUEBA 

PERTINENTE QUE LOGRE ACREDITAR CADA UNO DE LOS SUPUESTOS INCUMPLIMIENTOS 

ENUNCIADOS. Tanto en relación a mis mandantes como respecto de cualquier otro sujeto.   

En efecto, mis mandantes no estarían siendo alcanzados por las 

disposiciones de tales artículos en tanto no realizaron ninguna actividad de fumigación sobre 

los padrones especificados en la demanda.  

El material fílmico y fotográfico, además de no contar con certificación 

alguna, no da cuenta del recorrido que habrían realizado los vehículos terrestres como la 

avioneta en la supuesta aplicación de agroquímicos. Todo eso, me permite impugnar dicha 

documentación en la medida que no alcanzan para probar las afirmaciones de la contraria.  

Las fotografías y filmaciones no demuestran por sí solas los lugares 

de donde proceden y menos aún dan fe de las interpretaciones que pueda hacerse sobre 

ellas. Quedan, en consecuencia, impugnadas.  

Asimismo, no existe prueba fehaciente del tipo de agroquímicos que 

habrían sido aplicados: los actores sostienen que se trataría de 2,4D y MSMA, ambos marca 

Starane, basadas estas afirmaciones “exclusivamente” en los dichos de dos trabajadores 

que respondían supuestamente a instrucciones del Ing. Sotillo al momento de la mencionada 

fumigación de fecha 16/11/2022.  

NO PRESENTAN LOS ACTORES NINGUNA OTRO ELEMENTO QUE 

PRUEBE  EL TIPO DE AGROQUÍMICO QUE SE HABRÍA APLICADO, Y MENOS AUN QUE LOS 

MISMOS SE ENCUENTREN FUERA DE REGLA.  

Deducen numerosas conclusiones sin que exista certeza alguna del 

motivo que las justifique como válidas, a modo de ejemplo, en la descripción de cada una 



 

 

 

de las fumigaciones utilizan el condicional: “Por el tipo de cultivo -caña de azúcar- los 

plaguicidas aplicados serían 2,4D, Starane y MSMA -utilizados habitualmente en la zona- 

a una distancia de 100 metros de la cerca perimetral de nuestra casa”. 

Efectivamente, las denuncias policiales fueron desestimadas 

precisamente en virtud de esta insuficiencia probatoria.  

Por último, la única constatación de las supuestas afectaciones a la 

salud se refieren a la Sra. Sesto Cabral, y no dan cuenta de que fue lo que originó dicha 

afectación ya que la causa podría ser intoxicación por alguno de los agroquímicos 

mencionados o por alguna otra razón. 

 Por otro lado, la trama argumentativa busca evidenciar las falencias 

y falta de adecuación de la legislación provincial y nacional respecto del plexo convencional. 

Para ello describe numerosos estudios y material de carácter científico y técnico.  

V.S. el trabajo realizado por los actores y sus pretensiones, sin 

despreciar su cualificación profesional, excede ampliamente el marco y finalidad de la vía 

procesal utilizada.  

En efecto, la extensa argumentación del planteo, el cual ocupa 200 

hojas, evidencia que en el presente caso no existe una amenaza de violar con 

arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos, libertades o garantías 

constitucionales, sino que ha traído a colación un debate de índole mundial respecto de los 

agroquímicos y su consideración sobre la posibilidad de que estos sean nocivos para la salud 

y el ambiente.  

Los actores en el punto “1.2. Existencia de serios cuestionamientos al 

procedimiento evaluatorio de los riesgos y peligros de los agroquímicos” cuestionan a los 

mismos organismos competentes para el registro y comercialización de 

agroquímicos: el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria 

(SENASA) y la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología 

Médica (ANMAT). Es decir, no va solo contra mis mandantes sino también contra 

el sistema nacional de control de agroquímicos. 

El presente amparo se asemeja más a una exposición de motivos de 

proyecto de ley que a una enunciación de supuestos daños actuales o futuros y una 

pretensión concreta.  

Los actores amplifican la percepción riesgos hipotéticos teorizando 

acerca de los mismos de manera descontextualizada. 

Esta parte se ve vulnerada en su derecho de defensa en tanto, no 

solo debería probar la ausencia de afectación a la salud y al ambiente, sino a su vez validar 

y justificar la legislación y reglamentación técnica vigente en materia de agroquímicos: el 

desatino y la ausencia de fundamentos pertinentes es manifiesta.  



 

 

 

Cabe agregar que los actores incluyen en su demanda una especie de 

descargo respecto de la desestimación de las denuncias penales presentadas. Además de 

la improcedencia de la presente vía para introducir tales manifestaciones, lo expuesto, junto 

con la denegación de la cautelar solicitada, vienen a constituir indicios evidentes respecto 

de nuestra posición: no existe prueba relativa a la existencia de daños a la salud o al 

ambiente que hubieran sido causados por la supuesta aplicación de agroquímicos en los 

fundos linderos a la parcela propiedad de los actores. 

La denuncia contenida en la demanda, respecto de que el fuero penal 

ha desestimado las denuncias de los actores, parece pretender que V.S. se ubique en una 

instancia revisora de lo resuelto por el fuero penal. Cuando lo que corresponde es 

exactamente lo contrario: ante la desestimación de las denuncias penales, la presunción de 

la falta de razón de los amparistas, deviene indiscutible. 

De la lectura de la demanda surge que los actores pretenden someter 

a juicio de V.S. la discusión mundial de si el uso de agroquímicos en la agricultura es bueno 

o malo. 

De esta manera, una discusión de esa naturaleza, propia quizás de 

una cámara legislativa, es llevada al ámbito judicial por los actores, con el agravante de que 

lo hacen en un proceso expedito de amparo, con conocimiento restringido, y regulado 

únicamente para cuando la vulneración de los derechos constitucionales es manifiesta. 

Al controvertir los actores todo el sistema de regulación de los 

agroquímicos, poniendo en tela de juicio el criterio del SENASA, de la ANMAT y de toda la 

autoridad nacional, claramente superan el acotado ámbito de conocimiento propio de un 

amparo, tal como se encuentra regulado en nuestra provincia. 

 

VIII- Principio Precautorio. Marco constitucional.  

Los actores intentan fundar su pretensión en el Acuerdo Regional 

sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe (“Acuerdo de Escazú”),  

Respecto del mismo, la tarea interpretativa de los órganos legislativos 

y judiciales consiste en propiciar aquella interpretación que posibilite  “el logro de sus 

objetivos y conduzca a resultados funcionales”1, lo cual nunca podrá darse fuera del marco 

de garantías y derechos constitucionales.  

En este sentido la CSJN, en el precedente “Salas” ha dejado sentado 

que el Principio Precautorio: “implica armonizar la tutela del ambiente y el desarrollo 

mediante un juicio de ponderación razonable, no debiendo buscarse oposición entre ambos, 

sino complementariedad, ya que su tutela no significa detener el progreso sino hacerlo más 

                                                             
1 HORACIO J. FRANCO, El Acuerdo de Escazú frente al paradigma del desarrollo, 13/7/2022, visto en: 

https://abogados.com.ar/el-acuerdo-de-escazu-frente-al-paradigma-del-desarrollo/30795 



 

 

 

perdurable en el tiempo de manera que puedan disfrutarlo las generaciones futuras.”  

SALAS, DINO Y OTROS c/ SALTA, PROVINCIA DE Y ESTADO NACIONAL s/AMPARO, S. 1144. 

XLIV. ORI, 26/03/2009, Fallos: 332:663. 

Es decir, a partir de este fallo fue desestimada la interpretación que 

propugnaba la aplicación del Principio Precautorio de amplio espectro discrecional e 

impeditivo. “La Corte Suprema de Justicia de la Nación, a través de los lineamientos de 
“Salas”, nos enseña que la sustentabilidad se apoya en tres columnas: ambiental, social y 

económica.”2 

Asimismo en “Telefonías móviles” entendió que “La 
aplicación del principio precautorio, aun existiendo una incertidumbre científica respecto al 

riesgo, requiere un mínimo de demostración de la posible concreción del daño, 

circunstancia que no se verifica en autos. Es decir, debe existir un umbral de acceso al 

principio precautorio ya que de lo contrario siempre se podrá argumentar que cualquier 

actividad podrá causar daños. El problema que ello acarrea es que se puede desnaturalizar 

la utilización del principio, prestándose a usos que sean negligentes u obedezcan en realidad 

a otras intenciones (Voto del juez Lorenzetti).” Telefónica Móviles Argentina S.A. - 

Telefónica Argentina S.A. c/ Municipalidad de Gral. Güemes s/ acción meramente declarativa 

de inconstitucionalidad. FSA 011000507/2010/1/RH001.02/07/2019. Fallos: 342:1061. 

En efecto, de ambos precedentes la CSJN delimitó las reglas acerca 

del Principio Precautorio Ambiental3:  

- Necesidad de un juicio de ponderación razonable: no se debe 

prohibir de manera impulsiva.  

- Adecuado balance de riesgos, costos y beneficios: no se debe 

prohibir de manera intuitiva.  

- Se deben imponer medidas “en función de los costos” y de 
“manera proporcionada”, no de manera irreflexiva o precipitada.  

- Exigencia de demostración previa de la posible concreción del 

daño, no bastando con enunciarlo y exigir la suspensión temporaria o prohibición 

“automática” o mecánica.  

- Prohibición es de carácter excepcional en los supuestos que se 

verifiquen con pruebas “duras” la posible concreción del daño y se evalúan en el caso 
concreto los costos y beneficios sociales y ambientales. 

No hay que olvidar que la Carta Magna, en su art. 41 reconoce el 

derecho “a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que 

                                                             
2 HORACIO J. FRANCO, La Corte Suprema encarriló el principio precautorio ambiental, 22/4/2022, visto en:  

https://abogados.com.ar/la-corte-suprema-encarrilo-el-principio-precautorio-ambiental/30311 
3 Cfr: Idem 



 

 

 

las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin 

comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo”.  

La Ley General del Ambiente también recogió el concepto de 

“desarrollo sustentable”, tanto en su art. 1 in fine: “La presente Ley establece los 

presupuestos mínimos para... y la implementación del desarrollo sustentable”, 
como en su art. 4: “Principio de sustentabilidad: El desarrollo económico y social y 

el aprovechamiento de los recursos naturales deberán realizarse a través de una 

gestión apropiada del ambiente, de manera tal, que no comprometa las 

posibilidades de las generaciones presentes y futuras”. También la LGA lo recoge en 

los artículos 2, 6, 8, 10 y 23. 

En conclusión, toda interpretación del Acuerdo de Escazú y demás 

normativa ambiental debe armonizar los principios constitucionales que buscan preservar e 

impulsar tanto la preservación del medio ambiente (a) proveer al derecho a un ambiente 

sano, así como al deber de preservarlo (Art. 41, CN); b) satisfacer las necesidades presentes 

a través de actividades productivas, sin comprometer las de las generaciones futuras; c) 

preservar el patrimonio natural y cultural, y la diversidad biológica; d) recomponer el daño 

ambiental (Art. 41, CN);) como el fomento del desarrollo humano (e) propender a la 

“utilización racional” de los recursos naturales (Art. 41, CN); y f) “proveer lo conducente al 

desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la 

economía nacional y a la generación de empleo” (Art. 75, inc. 19, CN – “cláusula de 

progreso”)).  

Todo intento de contraposición y de jerarquización de un principio 

sobre otro conduciría a la vulneración de derechos elementales de los ciudadanos del 

presente (absolutización del intereses ambientales) o de las generaciones futuras 

(absolutización del desarrollo humano).   

Sin explayarnos en los argumentos de fondo y ante la extensión de la 

argumentación de la contraria pretendemos que VS, calibre la complejidad del asunto a la 

luz de los principios constitucionales que rigen la materia y la jurisprudencia de nuestro 

máximo tribunal, el cual ha establecido pautas que permiten la armonización – y por tanto 

la plena vigencia - de los principios citados.  

 

IX.- Consideraciones en relación a la actividad.  

 Resulta oportuno traer a consideración el carácter rural y productivo 

de los fundos en los que los actores advierten una actividad que afectaría a la salud y al 

medio ambiente.  

Surge del propio texto de la demanda que los mismos se habrían 

mudado a su actual residencia el 1 de agosto de 2022.  

En reiteradas oportunidades señalan los peligros que existirían para 

los vecinos, de los cuales solo surge una mención en relación a la desestimación de las 



 

 

 

denuncias por parte de la  Unidad de Investigación y Enjuiciamiento Especializada en Delitos 

contra la Propiedad y contra la Integridad Física en la cual consta un acta policial:  “… que 
vecinos del lugar manifiestan no estar en desacuerdo con las fumigaciones que se realizan 

y que no les causa ningún problema, agregando que la denunciante Sesto Cabral se 

encuentra viviendo en esa zona de Amberes, desde hace 6 meses, y que desde su llegada 

tuvo problemas con los vecinos.” 

Lo expuesto permite concluir que existe una prioridad temporal de la 

actividad productiva de caña de azúcar –se trata de una zona rural- respecto del uso para 

vivienda de los actores y producción de una especie de “granja de hongos”. Es decir, las 

labores culturales que implican tratamientos que se utilizan para el cultivo se han practicado 

con anterioridad al uso para residencia de los actores. Ofrezco como prueba que V.S. 

ingresando al programa Google Earth,  simplemente mueva la flecha temporal, para advertir 

que tanto el inmueble que los actores manifiestan haber comprado por boleto a quien no 

es su titular registral, como los inmuebles linderos, siempre estuvieron destinados al cultivo 

de caña de azúcar. 

Analizada desde esta lógica, cabe advertir que resulta contrario al 

principio de progresividad todo reproche por la supuesta afectación de la actividad 

productiva orgánica de hongos, vegetales o animales,  cuando la elección del lugar de 

residencia y actividad productiva efectuada por los actores es la que vendría a crear el 

presupuesto del supuesto incumplimiento –esto es la conversión de un ámbito RURAL en  

“zona poblada” – implicando  que lo que hasta entonces constituían prácticas inocuas y 

armónicas para el ambiente pasen a atacarse como prácticas dañinas para la salud y el 

medio ambiente. 

Pido como prueba se intime a los actores acrediten la autorización por 

parte de la Secretaria de Agricultura, para la existencia de una granja de hongos o similar, 

que los actores manifiestan haber instalado en el inmueble. Asimismo, pido se oficie a la 

Secretaria de Agricultura para que informe si los actores han requerido autorización alguna 

para la instalación de esa granja de hongos y si la misma puede ser perjudicial para la salud 

y el contexto agrícola de la zona. Similar informe se requiere a la Estación Experimental 

Obispo Colombres. 

Lo pretendido por los actores trasluce una actitud antojadiza: se debe 

modificar el área rural y la actividad productiva que se lleva a cabo desde tiempos 

inmemoriales porque los actores eligieron dicho espacio para llevar a cabo una 

emprendimiento de productos orgánicos, sin importar que con ello se perjudique una de las 

actividades que genera “históricamente” desarrollo productivo y numerosas fuentes de 

trabajo para la provincia.  

Por último, se advierte en el relato que en reiteradas oportunidades 

habría sido uno de los actores quien se habría expuesto voluntariamente a escasa distancia 

de las supuestas máquinas que se encontraban fumigando, simplemente para exponerse. 



 

 

 

En el reclamo subyace una clara auto exposición a los supuestos 

factores de riesgo a la salud y el ambiente. Una suerte de inmolación. 

Constituiría una falta de razonabilidad y ajuste a derecho pretender 

amparar con principios de derecho ambiental un actuar carente de razonabilidad y sentido 

común. Claramente VS, estamos ante la ausencia de oportunismo y ubicación en un contexto 

en donde los derechos de uno deben privar sobre los del otro siempre en línea con las reglas 

que nuestro máximo tribunal tiene dichas. 

Conclusión.  

La pretensión entablada mediante el amparo planteado debe ser 

rechazada por razones formales:  

-Ausencia de legitimación activa art. 78 CPC. 

-Ausencia de legitimación pasiva: no existe acción u omisión 

reprochable a mis mandantes en relación a los supuestos hechos configuradores del daño a 

la salud y/ o daño ambiental.   

-Ausencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.  

Asimismo, carece de razones de fondo que funden la aplicación del 

principio precautorio:  

-Ausencia de demostración de la posible concreción de un daño 

ambiental.    

 

X.- Ofrezco prueba.  

Documental.  

-Copia de Escritura n° 71, emitida por el registro notarial n° 96 en 

fecha 8/6/2022. 

A todo evento y a fin de visibilizar el cumplimiento de las normas 

técnicas ambientales adjunto documentación perteneciente a mis mandantes y a Labores y 

Trabajos del Sur, sociedad que explota sus fundos:   

- Acta de Auditoria Convenio CRI- Bioenergía Santa Rosa SA de fecha 

22/12/2022.  

- Acta de Auditoria Convenio CRI- Temas Industriales SA de fecha 

22/12/2022. 

- Acta de Visita Convenio CRI- Bioenergía Santa Rosa SA de fecha 

21/6/2023. 

- Acta de Visita Convenio CRI- Temas Industriales SA de fecha 

21/6/2023. 



 

 

 

- Certificados “Campo Limpio”: Programa de manejo de envases 

vaciós 2022,2023 (Labores y Trabajos del Sur). 

-  Certificado de inscripción en el Registro Provincial de Agroquímicos 

(Labores y Trabajos del Sur). 

 

Informativa. 

- Se oficie al Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria 

(SENASA) sito en calle Haití 117 de esta ciudad y a la Administración Nacional de 

Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT) sita en Av. de Mayo 869, CABA, a 

fin de que se expidan respecto de los puntos cuestionados por la actora en relación a sus 

tareas de registro y autorización de la comercialización de agroquímicos, expuestos en la 

demanda de amparo en los siguientes títulos:  

 “1.2.2. Graves falencias en evaluaciones de riegos de los 
agroquímicos.” 

 “1.2.3. Cuestionamientos a la metodología de clasificación 

toxicológica considerando sólo la dosis letal aguda.” 

Para permitir una adecuada respuesta de esos organismos, pido se 

les remita via internet, la demanda y sus anexos, a los fines de que estos organismos puedan 

ilustrar a V.S., a los actores  y a esta parte, sobre las cuestiones técnicas respectivas. 

 

Se oficie a la Secretaria de Agricultura de la provincia y a la Estacion 

Experimental Agroindustrial Obispo Colombres, para que estos organismos estatales, por 

separado, realizando una visita técnica en el lugar de los hechos (padrón invocado por los 

actores y los padrones vecinos) indiquen a V.S. si se han utilizado prácticas agrícolas 

contrarias a las normas vigentes. 

Asimismo, indiquen si los actores cuentan con autorización para la 

instalación de una granja de hongos u otros organismos de manera orgánica, y si esa 

instalación puede afectar los inmuebles vecinos y cualquier otra cuestión relacionada con la 

causa. 

 

 

XI.- Reserva del caso federal  

Para el supuesto, hipotético e improbable caso que la pretensión aquí 

incoada prosperara, pese a lo aquí dicho y a la prueba que se produzca oportunamente, 

dejo desde ya formulada la reserva de recurrir por ante la Exma. Corte Suprema de Justicia 

de la Nación por la vía prevista en el art. 14 subsiguientes y concordantes de la Ley Nº 48, 



 

 

 

pues tal caso implicará la violación de derechos que constitucionalmente asisten a nuestras 

representadas, tales como el derecho de propiedad (art. 17 CN),  debido proceso y defensa 

en juicio (art. 18 CN), desarrollo sostenible (art. 41 CN). 

 

XII.- Petitorio.   

   Por lo expuesto a V.S. pido:  

   1. Me tenga por parte en el carácter invocado.  

   2. Se tenga por presentado el informe del art. 21 de la Ley 6944 y 

por ofrecida la prueba. 

  3. Utilizando V.S. la facultad que le otorga el art. 21 de la ley 6944, 

requiera informes de otras reparticiones, tales como ANMAT y SENASA, puesto que la 

demanda de amparo controvierte la legitimidad y corrección técnica de las disposiciones 

que estos organismos emiten, de tal manera que también deben integrar esta litis. 

  4. Oportunamente se rechace el presente amparo, con costas a los 

actores. 

Proveer de conformidad, por ser 

      

         JUSTICIA.- 

 

  

 

 

 



















































































































 

Certificado 001-30561
CAT Famailla

LABORES Y TRABAJOS DEL SUR S.A.
CUIT: 30710938373

Fecha:01/03/2023
Entregaste los siguientes envases

Tipo de envase Capacidad Tipo Cantidad
Bidón Plastico 1 litros B 3
Bidón Plastico 20 litros A 503
Bidón Plastico 10 litros B 7
Bidón Plastico 10 litros A 15
Bidón Plastico 20 litros B 93
Bidón Plastico 5 litros B 14
Bidón Plastico 5 litros A 57
Cajas Carton 10 kilogramos B 1

Total: 693
 

 

 

 

Devolver los envases en el CAT más cercano (www.campolimpio.org.ar) - con triple lavado y
perforado - en el pazo máximo de un año luego de la compra. Hasta entonces almacenarlos bajo
techo en un lugar señalizado, seco, cerrado, con protección que impida la percolación de líquidos,
alejados de fuentes y reservorios de agua y de lugares de almacenamiento de alimentos destinados
al consumo humano o animal (Ley N°27.279 ver resoluciones provinciales, para Bs. As. Ver también
art. 12 Res. 505/19 OPDS) Transporte al CAT de modo seguro y sin mezclar envases Tipo A y B.
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REGISTRO PROVINCIAL DE AGROQUIMICOS 

Ley Nº 6291/91 – Dcto Nº 299/3 (S.A.) – Resolución Nº 10/2013 

  

Razón Social:  Labores y Trabajos del Sur S.A. 
Dirección: Sargento Juárez S/N 

Localidad: León Rouges -  Monteros  
Categoría: Aplicador Terrestre   
Registro: Nº 0074 

Asesor Técnico: Ing. Agr. Fernando Mauricio Apud 

Registro: Nº 0206 

Período de Habilitación: 2023  
Válido hasta: 30/05/2024 





























































PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Juzgado en lo Civil y Comercial Común I
ACTUACIONES N°: 149/23

*H3020161844*
H3020161844

AUTOS: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO. EXPTE. Nº149/23.- 

Monteros, 18 de octubre de 2023.

I)- Agréguense cédulas debidamente diligenciadas por el Juzgado de Paz  

de Villa Quinteros y póngase a conocimiento del interesado.

         II)-Agréguese informe del Ministerio de Desarrollo Productivo de la Pcia y 

póngase a conocimiento del interesado.

III)- Agréguese informe de La Estación Experimental Agroindustrial Obispo 

Colombres  y póngase a conocimiento de las partes lo informado. 

IV)- Proveyendo presentación de fecha 12/10/2023 realizada por la Dra 

Alcy Adriana García Romano:  

Téngase presente lo manifestado. En consecuencia y atento a lo  

solicitado: Líbrese oficio a la Dirección de Agricultura de Tucumán a fin de que 

informe si se encuentra en vigencia la Resolución 278/2019 de la Subsecretaria 

de Asuntos Agrarios y Alimentos ( SAAYA).

V)- Proveyendo presentación de fecha 17/10/2023 realizada por el Dr. 

Martinez Folquer Eduardo Sixto: 

 1- Téngase al Dr. Eduardo Folquer Eduardo Sixto como apoderado de  

Temas Industriales y de Bioenergía Santa Rosa, en mérito al poder gral para  

juicios que acompaña, con domicilio digital constituido a los efectos legales en el 

casillero 20217454868. Désele intervención 

 2- Intímese al letrado presentante a fin de que en el plazo de 5 días  

acompañe recaudos legales bajo apercibimiento de comunicar su inobservancia  

ante los organismos que correspondan.

3-  Téngase presente la documentación acompañada.

4- Por impugnada la documentación en relación a las fotografias y  

filmaciones acompañadas por la parte actora.



5- Téngase  por presentado informe del art. 21 de la Ley n°6.944.

6- A las excepciones de falta de legitimación activa y pasiva opuestas:  

Oportunamente.

7- Teniendo en cuenta lo informado por la Estación Experimental  

Agroindustrial Obispo Colombres y el oficio librado a la Dirección de Agricultura 

de la Provincia, atento al estado procesal de autos, a la solicitud de oficio a los 

fines de la visita técnica de las entidades menciondas:  por ahora no ha lugar.

 8- A lo demás solicitado: oportunamente, una vez que se abra la causa a 

prueba.

9- Téngase presente la reserva del caso federal.

VI)- Proveyendo presentación de fecha 17/10/2023 realizada por el Dr. 

Pedro Segundo Cruz:

1- Téngase a Silvio Carlos Sotillo por apersonado con el patrocinio letrado 

del Dr. Pedro Segundo Cruz con domicilio digital constituido en casillero n°

20211220296. Désele intervención de  ley.

2- Intímese al letrado presentante a fin de que en el plazo de 5 días   

acompañe recaudos legales bajo apercibimiento de comunicar su inobservancia  

ante los organismos que correspondan.

3-  Téngase presente la documentación acompañada.

4- Téngase  por presentado informe del art. 21 de la Ley n°6.944.

5- A las excepciones de falta de legitimación activa y pasiva opuestas:  

Oportunamente.

 VII)- Atento a lo informado por la Estación Experimental Agroindustrial  

Obispo Colombres, lo solicitado por el Dr. Martínez Folquer Eduardo S. y el Dr.  

Pedro S. Cruz: Líbrese oficio a las autoridades del SENASA de la Nación y a la 

Dirección de Agricultura del Ministerio de Producción de la Pcia de Tucumán, a fin 

de que informe: a) Si los pesticidas identificados como glifosato; 2,4D; MSMA (sal 

mono sódica del acido metil arsénico); herbicida Starane y sustancias  

coadyudantes, son de uso permitido en la Provincia. b) Si existen restricciones 

para su aplicación. c) A qué distancia se sugiere aplicar estas sustancias (con 

vehículos autopropulsados, de arrastre) de otras propiedades colindantes para  

evitar lesiones a la salud de las personas que allí habitaran o a otras plantaciones 

y/o huertas familiares. d) ¿Cuál es la distancia mínima de aplicación en el caso de 

fumigación aérea según la legislación vigente en la materia en nuestra Provincia?

e) ¿Cuáles son las medidas de seguridad y las Buenas Prácticas Agrícolas (BPA) 



que rigen para la fumigación con los agroquímicos MSMA (sal monosódica del  

ácido metil arsénico); herbicida marca comercial Starane; 2,4D en todas sus sales 

y glifosato? Detalle en cada caso particular según el plaguicida indicado? f) 

¿Cuáles son las condiciones meteorológicas que deben ser contempladas para  

su aplicación? g) Si existe tecnología disponible en la Provincia con aptitud para 

reducir el riesgo de derivas y, en su caso, si es de uso frecuente o accesible. h) Si 

es posible que se generen consecuencias negativas en el ambiente y en la salud 

de los vecinos de las derivas secundarias (24 hs. siguientes a la aplicación) y  

terciarias (semanas o meses posteriores), teniendo en consideración las posibles 

condiciones meteorológicas. i) Si la exposición reiterada y las malas prácticas  

reiteradas, son pasibles de ocasionar daños al ambiente o a la salud en el corto, 

mediano y largo plazo; j) Si las tareas de registros y autorizaciones de los 

agroquimícos ya mencionandos tienen plazo de caducidad y si se realizan con 

periodicidad los controles de riesgos; k) Si existe una clasificación de bandas 

toxicológicas y cuáles son los productos que pueden aplicarse en las distintas  

bandas. l) Cuál es la pérdida productiva de un lote si no se combaten sus  

malezas.

VIII)- Líbrese oficio a la Unidad de Decisión Temprana del Centro Judicial 

de Monteros a fin de que remita las causas penales en las que figuren como 

víctimas los Sres. Sesto Cabral María Eugenia, DNI N°26.685.498 y González 

Exequiel Elías, DNI N°34.160.155, como así también las causas identificadas con  

los siguiente n° de Legajo M-005811/2022, Legajo M-006213/2022, Legajo M-

000952/2023, Legajos M-000948/2023, M-000949/2023, M-000951/2023, M-

000953/2023 y M-000954/2023.

 IX)- Librese oficio a la Unidad Fiscal de Investigación y Enjuiciamiento 

Especializada en Delitos contra la Propiedad y contra la Integridad Física del  

Centro Judicial Monteros a fin de que remita Legajo M-000954/2023 (hecho  

ocurrido el 21-1-2023) y todas las causas en las que figuren como víctimas los  

Sres. Sesto Cabral María Eugenia, DNI N°26.685.498 y González Exequiel Elías 

DNI N°34.160.155.- MER FDO. DRA. LUCIANA ELEAS. JUEZA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
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AUTOS: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO. EXPTE. Nº149/23.- 

Monteros, 19 de octubre de 2023.

I)- Agréguese y téngase presente pago judicial a través del portal SAE,  

cuyo comprobante contiene los siguientes datos: -Fecha: 18/10/2023 -  

20217454868 MARTINEZ FOLQUER EDUARDO SIXTO -Concepto: B ONOS 

PROFESIONALES LEY 6023 (SUR) -Nro Comp: 260814984 -Monto: 4000-  

Fecha: 18/10/2023 - 20217454868 MARTINEZ FOLQUER EDUARDO SIXTO -

Concepto: TASA POR PRESENTACIÓN DE JUICIO (APERSONAMIENTO) -Nro 

Comp: 260814440 -Monto: 70.

II)- Atento al apartado que antecede: téngase por cumplido parcialmente el 

punto V)- 2- del proveido que antecede.- MER.- FDO. MARÍA EMILSE ROBLES - 

PROSECRETARIA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
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ADJUNTO RECAUDOS  

SEÑORA JUEZ CIVIL Y COMERCIAL COMUN DE LA IA NOMINACIÓN. 

CENTRO JUDICIAL MONTEROS.- 

EXPEDIENTE: 149/23 SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ 

EXEQUIEL ELIAS C/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. S/ AMPARO 

 

Pedro Segundo Cruz, patrocinante de Silvio Carlos Sotillo y por ser escrito de 

mero trámite  a V.S. respetuosamente digo:  

Adjunto recaudos legales. Tenga por cumplida la intimación pendiente. 

       JUSTICIA  
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Monteros, 19 de octubre de 2023.

AL SR. DIRECTOR

DE LA DIRECCIÓN DE AGRICULTURA DE TUCUMÁN.

S                     /                         D 

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO - EXPTE. Nº: 149/23.

En los autos del rubro que se tramitan por ante éste Juzgado en lo 

Civil y Comercial Común, Centro Judicial Monteros, a cargo de la Dra. Luciana  

Eleas, Secretaría a cargo de la Dra. María Rocío Guerra, se ha dispuesto dirigir el 

presente a fin de que tome razón y dé cumplimiento con el proveido, que en su 

parte pertinente, a continuación se transcribe:"Monteros, 18 de octubre de 2023.I)-

(...).-II)-(...).-III)-(...).-IV)- Líbrese oficio a la Dirección de Agricultura de Tucumán 

a fin de que informe si se encuentra en vigencia la Resolución 278/2019 de la  

Subsecretaria de Asuntos Agrarios y Alimentos (SAAYA).-" FDO. DRA. LUCIANA 

ELEAS - JUEZA.-JMC.

SALUDO A UD. ATTE. 

Art. 411.- PLAZO PARA LA CONTESTACIÓN. RETARDO. Los informes deberán ser evacuados dentro del término de 

diez (10) días de haber sido recibidos o del menor plazo que fije el tribunal, bajo apercibimiento de las sanciones que el  

tribunal considere, no admitiéndose, cuando se tratara de oficinas públicas, la exigencia previa de requisitos o  

cumplimiento de recaudos de ninguna naturaleza. 

La falta de presentación dentro del plazo fijado hace responsable de los daños causados a la persona encargada de  

evacuarlos, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera corresponder por desobediencia a una orden judicial y la  

aplicación de sanciones conminatorias.-

Art. 137.- SANCIONES CONMINATORIAS. Tendrán facultades para exigir el cumplimiento de las providencias, ordenes y 

sentencias que expidan en el ejercicio de su función, para lo cual la autoridad competente estará obligada a asistirlos con la 

fuerza pública, si ella fuera necesaria. 

Podrán también aplicar sanciones pecuniarias, compulsivas y progresivas, tendientes a que las partes o los terceros  

cumplan sus mandatos, cuyo importe será a favor del litigante perjudicado por el incumplimiento. Se graduarán conforme al 

monto del juicio y caudal económico de quien debe satisfacerlas, como de las demás circunstancias de autos, referentes al 

grado de su desobediencia, rebeldía o resistencia, y se efectuarán previa intimación, bajo apercibimiento expreso, por un 

(1) día, sin perjuicio de que sean dejadas sin efecto o se reajusten si el obligado desiste de su postura y justifica total o 

parcialmente su proceder.

OFICIO DEPOSITADO EN CASILLERO DIGITAL: 27240569219
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Monteros, 19 de octubre de 2023.

A LAS AUTORIDADES DEL (S.E.N.A.S.A) 

SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD Y CALIDAD AGROALIMENTARIA.

S                     /                         D 

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO - EXPTE. Nº: 149/23.

En los autos del rubro que se tramitan por ante éste Juzgado en lo  

Civil y Comercial Común, Centro Judicial Monteros, a cargo de la Dra. Luciana  

Eleas, Secretaría a cargo de la Dra. María Rocío Guerra, se ha dispuesto dirigir el 

presente a fin de que tome razón y dé cumplimiento con el proveido, que en su 

parte pertinente, a continuación se transcribe:"Monteros, 18 de octubre de 2023.

(...) VII)- Líbrese oficio a las autoridades del SENASA de la Nación, a fin de que 

informe: a) Si los pesticidas identificados como glifosato; 2,4D; MSMA (sal mono 

sódica del acido metil arsénico); herbicida Starane y sustancias coadyudantes,  

son de uso permitido en la Provincia. b) Si existen restricciones para su  

aplicación. c) A qué distancia se sugiere aplicar estas sustancias (con vehículos 

autopropulsados, de arrastre) de otras propiedades colindantes para evitar  

lesiones a la salud de las personas que allí habitaran o a otras plantaciones y/o  

huertas familiares. d) ¿Cuál es la distancia mínima de aplicación en el caso de 

fumigación aérea según la legislación vigente en la materia en nuestra Provincia?

e) ¿Cuáles son las medidas de seguridad y las Buenas Prácticas Agrícolas (BPA) 

que rigen para la fumigación con los agroquímicos MSMA (sal monosódica del  

ácido metil arsénico); herbicida marca comercial Starane; 2,4D en todas sus sales 

y glifosato? Detalle en cada caso particular según el plaguicida indicado? f) 

¿Cuáles son las condiciones meteorológicas que deben ser contempladas para  

su aplicación? g) Si existe tecnología disponible en la Provincia con aptitud para 

reducir el riesgo de derivas y, en su caso, si es de uso frecuente o accesible. h) Si 

es posible que se generen consecuencias negativas en el ambiente y en la salud 

de los vecinos de las derivas secundarias (24 hs. siguientes a la aplicación) y  

terciarias (semanas o meses posteriores), teniendo en consideración las posibles 

condiciones meteorológicas. i) Si la exposición reiterada y las malas prácticas  

reiteradas, son pasibles de ocasionar daños al ambiente o a la salud en el corto, 



mediano y largo plazo; j) Si las tareas de registros y autorizaciones de los 

agroquimícos ya mencionandos tienen plazo de caducidad y si se realizan con 

periodicidad los controles de riesgos; k) Si existe una clasificación de bandas 

toxicológicas y cuáles son los productos que pueden aplicarse en las distintas  

bandas. l) Cuál es la pérdida productiva de un lote si no se combaten sus  

malezas."FDO. DRA. LUCIANA ELEAS - JUEZA.-JMC.

SALUDO A UD. ATTE. 

Art. 411.- PLAZO PARA LA CONTESTACIÓN. RETARDO. Los informes deberán ser evacuados dentro del término de 

diez (10) días de haber sido recibidos o del menor plazo que fije el tribunal, bajo apercibimiento de las sanciones que el 

tribunal considere, no admitiéndose, cuando se tratara de oficinas públicas, la exigencia previa de requisitos o  

cumplimiento de recaudos de ninguna naturaleza. 

La falta de presentación dentro del plazo fijado hace responsable de los daños causados a la persona encargada de  

evacuarlos, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera corresponder por desobediencia a una orden judicial y la  

aplicación de sanciones conminatorias.-

Art. 137.- SANCIONES CONMINATORIAS. Tendrán facultades para exigir el cumplimiento de las providencias, ordenes y 

sentencias que expidan en el ejercicio de su función, para lo cual la autoridad competente estará obligada a asistirlos con la 

fuerza pública, si ella fuera necesaria. 

Podrán también aplicar sanciones pecuniarias, compulsivas y progresivas, tendientes a que las partes o los terceros  

cumplan sus mandatos, cuyo importe será a favor del litigante perjudicado por el incumplimiento. Se graduarán conforme al 

monto del juicio y caudal económico de quien debe satisfacerlas, como de las demás circunstancias de autos, referentes al 

grado de su desobediencia, rebeldía o resistencia, y se efectuarán previa intimación, bajo apercibimiento expreso, por un 

(1) día, sin perjuicio de que sean dejadas sin efecto o se reajusten si el obligado desiste de su postura y justifica total o 

parcialmente su proceder.
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Monteros, 19 de octubre de 2023.

AL SR. DIRECTOR

DE LA DIRECCIÓN DE AGRICULTURA DEL MINISTERIO DE PRODUCCIÓN 

DE LA PCIA DE TUCUMÁN.

S                     /                         D 

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO - EXPTE. Nº: 149/23.

En los autos del rubro que se tramitan por ante éste Juzgado en lo  

Civil y Comercial Común, Centro Judicial Monteros, a cargo de la Dra. Luciana  

Eleas, Secretaría a cargo de la Dra. María Rocío Guerra, se ha dispuesto dirigir el 

presente a fin de que tome razón y dé cumplimiento con el proveido, que en su 

parte pertinente, a continuación se transcribe:"Monteros, 18 de octubre de 2023

(...) VII)- Líbrese oficio a la Dirección de Agricultura del Ministerio de Producción 

de la Pcia de Tucumán, a fin de que informe: a) Si los pesticidas identificados 

como glifosato; 2,4D; MSMA (sal mono sódica del acido metil arsénico); herbicida 

Starane y sustancias coadyudantes, son de uso permitido en la Provincia. b) Si 

existen restricciones para su aplicación. c) A qué distancia se sugiere aplicar 

estas sustancias (con vehículos autopropulsados, de arrastre) de otras  

propiedades colindantes para evitar lesiones a la salud de las personas que allí  

habitaran o a otras plantaciones y/o huertas familiares. d) ¿Cuál es la distancia 

mínima de aplicación en el caso de fumigación aérea según la legislación vigente 

en la materia en nuestra Provincia?e) ¿Cuáles son las medidas de seguridad y las 

Buenas Prácticas Agrícolas (BPA) que rigen para la fumigación con los  

agroquímicos MSMA (sal monosódica del ácido metil arsénico); herbicida marca 

comercial Starane; 2,4D en todas sus sales y glifosato? Detalle en cada caso  

particular según el plaguicida indicado? f) ¿Cuáles son las condiciones  

meteorológicas que deben ser contempladas para su aplicación? g) Si existe 

tecnología disponible en la Provincia con aptitud para reducir el riesgo de derivas 

y, en su caso, si es de uso frecuente o accesible. h) Si es posible que se generen 

consecuencias negativas en el ambiente y en la salud de los vecinos de las  

derivas secundarias (24 hs. siguientes a la aplicación) y terciarias (semanas o  

meses posteriores), teniendo en consideración las posibles condiciones  

meteorológicas. i) Si la exposición reiterada y las malas prácticas reiteradas, son 



pasibles de ocasionar daños al ambiente o a la salud en el corto, mediano y largo 

plazo; j) Si las tareas de registros y autorizaciones de los agroquimícos ya 

mencionandos tienen plazo de caducidad y si se realizan con periodicidad los 

controles de riesgos; k) Si existe una clasificación de bandas toxicológicas y 

cuáles son los productos que pueden aplicarse en las distintas bandas. l) Cuál es 

la pérdida productiva de un lote si no se combaten sus malezas. "FDO. DRA. 

LUCIANA ELEAS - JUEZA.-JMC.

SALUDO A UD. ATTE. 

Art. 411.- PLAZO PARA LA CONTESTACIÓN. RETARDO. Los informes deberán ser evacuados dentro del término de 

diez (10) días de haber sido recibidos o del menor plazo que fije el tribunal, bajo apercibimiento de las sanciones que el 

tribunal considere, no admitiéndose, cuando se tratara de oficinas públicas, la exigencia previa de requisitos o  

cumplimiento de recaudos de ninguna naturaleza. 

La falta de presentación dentro del plazo fijado hace responsable de los daños causados a la persona encargada de  

evacuarlos, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera corresponder por desobediencia a una orden judicial y la  

aplicación de sanciones conminatorias.-

Art. 137.- SANCIONES CONMINATORIAS. Tendrán facultades para exigir el cumplimiento de las providencias, ordenes y 

sentencias que expidan en el ejercicio de su función, para lo cual la autoridad competente estará obligada a asistirlos con la 

fuerza pública, si ella fuera necesaria. 

Podrán también aplicar sanciones pecuniarias, compulsivas y progresivas, tendientes a que las partes o los terceros  

cumplan sus mandatos, cuyo importe será a favor del litigante perjudicado por el incumplimiento. Se graduarán conforme al 

monto del juicio y caudal económico de quien debe satisfacerlas, como de las demás circunstancias de autos, referentes al 

grado de su desobediencia, rebeldía o resistencia, y se efectuarán previa intimación, bajo apercibimiento expreso, por un 

(1) día, sin perjuicio de que sean dejadas sin efecto o se reajusten si el obligado desiste de su postura y justifica total o 

parcialmente su proceder.
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AUTOS: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS 

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO. EXPTE. Nº149/23.- 

Monteros, 20 de octubre de 2023.

I)- Proveyendo presentación de fecha19/10/2023 realizada por la Dra  

Garcia Romano Alcy Adriana:

 Téngase presente lo manifestado: En consecuencia: Líbrese nuevo oficio 

a la Facultad de Medicina - Cátedra de Toxicologia, de igual tenor al librado en 

fecha 29/10/2023, haciendo constar que es reiteración de oficio, el que fue  

recepcionado  en fecha 28/09/2023.

II)- Proveyendo presentación de fecha 20/10/2023 realizada por el Dr. 

Pedro S. Cruz : Agréguense y ténganse presentes tasa de justicia por  

apersonamiento por $700 , Bono Ley n°6023 por $4.000 y Bono Ley n°6059 por 

$11.800 y por cumplido el punto VI)- 2- del proveido de fecha 18/10/2023.- MER.- 

FDO. DRA. LUCIANA ELEAS. JUEZA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
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Monteros, 19 de octubre de 2023.

OFICIO JUDICIAL

AL SR. FISCAL

DE LA UNIDAD DE DECISIÓN 

TEMPRANA DE ESTE CENTRO JUDICIAL.

S__________/__________D

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS  

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO. EXPTE. N°: 149/23.

En los autos del rubro que se tramitan por ante éste Juzgado 

en lo Civil y Comercial Común, Centro Judicial Monteros, a cargo de la Dra.  

Luciana Eleas, Secretaría a cargo de la Dra. María Rocío Guerra, se ha dispuesto 

dirigir el presente a fin de que tome razón y dé cumplimiento con el proveido, que 

en su parte pertinente, a continuación se transcribe:"Monteros, 18 de octubre de 

2023 (...) VIII)- Líbrese oficio a la Unidad de Decisión Temprana del Centro  

Judicial de Monteros a fin de que remita las causas penales en las que figuren 

como víctimas los Sres. Sesto Cabral María Eugenia, DNI N°26.685.498 y  

González Exequiel Elías, DNI N°34.160.155, como así también las causas  

identificadas con los siguiente n° de Legajo M-005811/2022, Legajo M-

006213/2022, Legajo M-000952/2023, Legajos M-000948/2023, M-000949/2023,  

M-000951/2023, M-000953/2023 y M-000954/2023."FDO.DRA. LUCIANA ELEAS - 

JUEZA.-JMC.

Dios guarde al Sr. Fiscal.

UNIDAD FISCAL DE DECISION TEMPRANA,C.J. MONTEROS - 
307155723181534FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
CN=ELEAS Luciana, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 27311282366, Fecha:20/10/2023;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar



PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Juzgado en lo Civil y Comercial Común I
ACTUACIONES N°: 149/23

*H3020162111*
H3020162111

Monteros, 19 de octubre de 2023.

OFICIO JUDICIAL

AL SR. FISCAL

DE LA UNIDAD FISCAL DE INVESTIGACIÓN Y ENJUICIAMIENTO  

ESPECIALIZADA EN DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD Y CONTRA LA  

INTEGRIDAD FÍSICA 

CENTRO JUDICIAL MONTEROS

S__________/__________D

JUICIO: SESTO CABRAL MARIA EUGENIA Y GONZALEZ EXEQUIEL ELIAS  

c/ SOTILLO SILVIO CARLOS Y OT. s/ AMPARO. EXPTE. N°: 149/23.

 En los autos del rubro que se tramitan por ante éste  

Juzgado en lo Civil y Comercial Común, Centro Judicial Monteros, a cargo de la 

Dra. Luciana Eleas, Secretaría a cargo de la Dra. María Rocío Guerra, se ha  

dispuesto dirigir el presente a fin de que tome razón y dé cumplimiento con el  

proveido, que en su parte pertinente, a continuación se transcribe:"Monteros, 18 

de octubre de 2023. (...) IX)- Librese oficio a la Unidad Fiscal de Investigación y 

Enjuiciamiento Especializada en Delitos contra la Propiedad y contra la Integridad 

Física del Centro Judicial Monteros a fin de que remita Legajo M-000954/2023  

(hecho ocurrido el 21-1-2023) y todas las causas en las que figuren como  

víctimas los Sres. Sesto Cabral María Eugenia, DNI N°26.685.498 y González  

Exequiel Elías DNI N°34.160.155."FDO.DRA. LUCIANA ELEAS - JUEZA.-JMC.

Dios guarde al Sr. Fiscal.

UNIDAD FISCAL DE INV. Y ENJUIC. DE DELITOS,C/ PROPIEDAD E INT 
FISICA C.J. MONTEROS - 307155723181541FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
CN=ELEAS Luciana, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 27311282366, Fecha:20/10/2023;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar


